
GACETA DEL CONGRESO  735  Viernes, 30 de septiembre de 2011 Página 1

P O N E N C I A S

(Artículo 36,  Ley 5a. de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XX - Nº 735 Bogotá, D. C., viernes, 30 de septiembre de 2011  EDICIÓN  DE  20  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A    D E    R E P R E S E N T A N T E S

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G A C E T A   D E L   C O N G R E S O
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY ESTATU-

TARIA NÚMERO 092 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se establecen mecanismos 

para garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
de las personas con discapacidad.

Bogotá, D. C., 21 de septiembre de 2011 
Doctora
ADRIANA FRANCO CASTAÑO
Comisión Primera Constitucional Permanente 
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de Ley Estatutaria número 092 
de 2011 Cámara, por medio de la cual se estable-
cen mecanismos para garantizar el pleno ejercicio 
de los derechos de las personas con discapacidad.

Síntesis del proyecto
El objeto de la presente ley es garantizar y ase-

gurar el ejercicio efectivo de los derechos de las 
personas con discapacidad, mediante la adopción 

ajustes razonables y eliminando toda forma de dis-
criminación por razón de discapacidad, en desa-
rrollo de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La necesidad de ajustar la legislación colom-

biana en materia de discapacidad, desde la pers-
pectiva de los desarrollos conceptuales naciona-
les e internacionales, reguladores de la acción en 
política social, es un requerimiento del país para 
avanzar en la garantía del ejercicio efectivo de los 
derechos de esta población. 

Es imperativo entonces profundizar sobre las pos-
turas conceptuales que han marcado la orientación de 
la legislación sobre política social en Colombia, para 
entender por qué, en determinadas circunstancias, no 
se pueden abordar enfoques universales para atender 
las necesidades de grupos poblacionales que por sus 
condiciones de exclusión social, están por fuera de 

A. Enfoque de derechos en la política pública 
de discapacidad:

La Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, incorpora el concepto de 
discapacidad en un sentido amplio, describiendo 
los aspectos que incluyen este concepto. Por esto, 
el artículo 1°, además de establecer el propósito 
de la Convención, menciona que discapacidad in-

sociales, y la limitación para participar en igualdad 
de condiciones: “Las personas con discapacidad 

-
-

demás”1.
Tanto el diagnóstico como las soluciones nor-

mativas de la Convención son propios del modelo 
social, para atribuirles la carga de las personas con 
discapacidad a las barreras sociales, y en ningún 
caso, a las mismas personas con discapacidad, en 
el llamado modelo de normalización de la disca-
pacidad2.
1 Artículo 1° Convención de los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, 2006.
2 Parra Dussán, Carlos. Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad: Antecedentes y  sus 
Nuevos Enfoques, en Internacional Law. Universidad 
Javeriana Bogotá 2010.



Página 2  Viernes, 30 de septiembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  735

Así, de un lado, la Convención señala el vín-
culo entre barreras sociales, exclusión y vulnera-
ción o limitaciones al pleno ejercicio de derechos3. 

-
gra como obligaciones para los Estados, la elimi-
nación de barreras, de modo de hacer posible el 
ejercicio de derechos y la participación efectiva de 
las personas con discapacidad en condiciones de 
igualdad con los demás miembros de la sociedad .

La discapacidad debe ser entendida como una 
condición integral de la persona que excede cual-
quier ámbito sectorial. Para una adecuada inter-
vención se deben generar objetivos y estrategias 
desde la salud, la educación, el trabajo, el deporte, 
el bienestar familiar y social, a dirigir sus acciones 
al fortalecimiento de las habilidades y potenciali-
dades del individuo, sin descuidar, por supuesto, 
sus carencias. Los avances alcanzados hasta el 
momento en Colombia, en términos de la formula-
ción de la Política pública en discapacidad, toman 
como fundamento teórico el modelo planteado por 
la OMS, según lo expresado en el CONPES 80 de 

5. 
Así, el concepto de discapacidad ha evolucio-

nado hacia una perspectiva holística y de carác-
ter social que involucra el entorno, la sociedad y 
la cultura6. El enfoque de derechos plasmado en 
la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con discapacidad de la Organización de las 

Sentencia de Constitucionalidad C-293 de 2010, 
constituye una herramienta de política internacio-
nal que es necesario armonizar con la legislación 
colombiana, soporte de las diferentes intervencio-
nes que desde el sector público y privado se ade-

desarrollo del enfoque de derechos en los diferen-
tes planes, programas y proyectos que se realicen 
en el territorio nacional. Estos desarrollos deben 
tenerse en cuenta para generar las líneas de inter-
vención transversal que garanticen la inclusión de 
las personas con discapacidad en todos los ámbitos 
de la vida. 
3 Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-

capacidad, Preámbulo, inc. k. -
pación que, pese a estos diversos instrumentos y activi-
dades, las personas con discapacidad siguen encontrando 
barreras para participar en igualdad de condiciones con 
las demás en la vida social y que se siguen vulnerando 
sus derechos humanos en todas las partes del mundo”.

 Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad. Preámbulo, incs. e, i, o, v, y; artículos 1°; 2° 

modelo social, como la de “ajuste razonable”), 3° c), d), 

25; 26.1 b), 27 h), i); 28; 29; 30. La lista es meramente 
indicativa.

5 
6 “Las personas con discapacidad incluyen aquellas que 

sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras, puedan impedir su participación plena y efec-
tiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás.” Artículo 1º Convención de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, 2006.

-
se y ser considerados como sujetos de derechos 

desarrollo está entonces orientado sobre los inte-
reses del pueblo a partir de procesos de gerencia 
y gestión social en los que las comunidades tienen 

derroteros para su desarrollo.
B. La discapacidad en el Plan Nacional de 

Desarrollo:
De manera explícita, sin antecedentes, la disca-

-

presidido por Juan Manuel Santos como mandata-
rio de los colombianos. 

El Plan Nacional de Desarrollo y Plan de Inver-

como objetivo, de acuerdo al artículo 1° de la Ley 

de alcanzar la paz, dar un gran salto de progreso 
social, lograr un dinamismo económico regional 
que permita desarrollo sostenible y crecimiento 
sostenido, más empleo formal y menor pobreza, 

colombianos.
Como es sabido, las personas con discapacidad 

-
zón por la cual el Plan incorporó, en su artículo 
55, la accesibilidad a servicios de TIC, obligando 
a las entidades del Estado de los niveles nacional, 
departamental, distrital y municipal, en el ejercicio 
de sus competencias constitucionales y legales, a 
promover el ejercicio efectivo del derecho de ac-
ceso a todas las personas a la información y las 
comunicaciones, dentro de los límites establecidos 
por la Constitución y la ley, a través de tecnologías 
de la información y las comunicaciones, y debién-
dose abstener de establecer barreras, prohibiciones 
y restricciones que impidan dicho acceso.

de adoptar la Política de Necesidades Educativas 
-

nisterio de Educación Nacional la obligación de 

atención educativa a la población con necesidades 
educativas especiales. Al respecto, conviene adop-

-
des de aprendizaje de cada persona. En tal sentido, 
deberán ser aplicados los recursos que la Nación, 
a través del Ministerio de Educación Nacional, 

presten servicios de rehabilitación o atención a las 

que presten servicio de rehabilitación o atención 
integral a las personas con discapacidad serán re-
organizadas en torno al esquema que para tal efec-
to se establezca. 

Plan Nacional de Desarrollo, corresponde a la Co-
misión de Regulación de Comunicaciones, de con-
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formidad con las normas, establecer parámetros 
para que estas, en el ámbito de sus competencias, 
promuevan el despliegue de los componentes de 
infraestructura pasiva y de soporte, de conformi-
dad con los principios de trato no discriminatorio, 

de los derechos de los usuarios y promoción del 
acceso de las personas que habitan en zonas donde 
tales servicios no se están prestando, en aras de 
superar las condiciones de desigualdad, marginali-
dad y vulnerabilidad. 

El principal aspecto que incorpora el Plan para 
la discapacidad es la política pública del sector en 
su artículo 176, con el mandato para el Estado de 
desarrollar las acciones para la prevención, la re-
habilitación y la inclusión social y económica de 

oportunidad de inclusión social. Con este propó-
sito, señala el Plan, que deberán concurrir para el 

discapacidad, las entidades territoriales y las orga-
nizaciones sociales, de conformidad con la Cons-
titución Política y la ley. La prosperidad democrá-
tica debe brindar a las personas con discapacidad, 
a sus familias y cuidadores, las oportunidades ne-

del desarrollo, a partir de un enfoque diferencial y 
de género garantizando el ejercicio efectivo de sus 
derechos. 

En conclusión, el Plan Nacional de Desarrollo, 
-

plementación de la política pública de discapaci-
dad, que se debe realizar en forma concertada con 
la participación de las federaciones y organizacio-
nes de las personas con discapacidad, sus familias 
y cuidadores, que debe armonizarse con el enfo-
que de derechos humanos de la Convención sobre 
Derechos para las Personas con Discapacidad de 
Naciones Unidas, aprobada en nuestro país por la 

-
nalidad C-293 de 2010. 

C. Situación actual de las personas con dis-
capacidad:

El reciente Informe Mundial de Discapacidad 
de la OMS señala que la discapacidad es una prio-
ridad en materia de derechos humanos y de desa-
rrollo, e indica que: “las personas con discapa-
cidad presentan tasas más altas de pobreza que 

miembro con discapacidad tienen mayores tasas 

-

a atención de salud y poseen menos bienes que las 
7.

7 En este Informe se proyecta un aumento en la prevalen-
cia de la discapacidad señalando que casi mil millones 
de personas en el mundo viven con alguna forma de dis-
capacidad (15% de la población mundial),  de ellas casi 

funcionamiento.

Más del 6% de las personas en el país tiene al-
guna discapacidad8, y el 77% de las familias con 
alguna persona con discapacidad pertenece a los 
estratos más pobres y no accede a los principales 
servicios sociales, lo que hace que la discapacidad 
sea causa y efecto de pobreza (la persona con dis-
capacidad y su cuidador9 están excluidos del mer-
cado laboral, tienen mayores gastos familiares y 
menores oportunidades de acceso). Solamente en 
la Red Unidos, que es la estrategia de superación 
de la pobreza en Colombia, se ha encontrado que 
el 12% de las familias pobres tienen alguna disca-
pacidad, y que esta condición les genera mayores 
brechas para lograr su desarrollo social y humano. 

Lograr superar la pobreza sin educación es im-
posible, y mientras que el 7% del promedio de los 
colombianos es analfabeta, las personas con disca-
pacidad que no saben leer ni escribir es del 22%, y 
menos de la mitad de las personas con discapaci-
dad llegan como máximo a algún nivel de la básica 

llega a la educación superior.10

“El desempleo es uno de los principales proble-
mas que aqueja a esta población. Cerca del 70% 
de las personas con discapacidad se encuentran 
desempleadas o excluidas de la fuerza laboral”15. 

-
blación mayor de 10 años se encuentra buscando 
trabajo y quienes están trabajando son en su mayo-
ría hombres. En los servicios de salud, aunque es-

-
cidad, la cobertura en servicios no es la adecuada. 
Prueba de ello es que algo tan básico como una si-
lla de ruedas no está incluida dentro del POS, aun 
cuando es un bien fundamental para su integridad, 
dignidad y autonomía, y debe recurrirse a la acción 
de tutela.

D. Exigibilidad de los derechos:
Las normas internacionales relativas a los De-

rechos Civiles y Políticos y los derechos econó-
micos, sociales y culturales han sido llevadas al 
derecho positivo mediante instrumentos jurídicos 
por parte de los Estados miembros, a través de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos, Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (PIDESC)11, y en el 
Sistema Interamericano por la Declaración Ameri-

-
ción de 95 millones de niños (5,1%), 13 millones de los 
cuales (0,7%) tienen “discapacidad grave”.

 Las personas mayores tienen un mayor riesgo de disca-
pacidad- y al incremento global de los problemas cróni-
cos de salud asociados a discapacidad, como la diabetes, 
las enfermedades cardiovasculares y los trastornos men-
tales.

8 Censo 2005. Departamento Nacional de Estadísticas 
(DANE).

9 En el 70% de los casos este cuidador es una mujer (la 
mamá o la abuela).

10 Estado de la educación en Colombia. Alfredo Sarmiento. 
Educación Compromiso de Todos. Bogotá 2010.

11 La Asamblea General de Naciones Unidas aprobó el Pac-
to el 16 de diciembre de 1996, quedando abierto para que 
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cana de los Derechos y Deberes del Hombre y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Tales instrumentos reconocen el carácter de indi-
visibles e interdependientes de los derechos civiles 
y políticos, y los derechos económicos, sociales y 
culturales, como parte fundamental de la legisla-
ción internacional de derechos humanos, además 
de reconocer derechos y de generar obligaciones a 
los Estados para que los hagan efectivos. 

Tal como se desprende del Principio de Lim-
burgo, relativo a la aplicación del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, el instrumento obliga a los Estados partes a 
garantizar la efectividad de los derechos mínimos 
de subsistencia para todos, sea cual fuere el nivel 
de desarrollo económico de un país determinado.

Por otra parte, vale la pena resaltar la tensión 
que presenta la distinción entre derechos civiles y 
derechos sociales, de una parte, y la doctrina tra-
dicional, para quienes señalan la distinción entre 
obligaciones negativas y positivas: de acuerdo a 
esta línea de argumentación, los derechos civiles 
se caracterizarían por establecer obligaciones ne-
gativas para el Estado, mientras que los derechos 
sociales exigirían obligaciones de tipo positivo.

Planteadas así las cosas, encontramos necesario 
incorporar una nueva ley de discapacidad, desde la 
perspectiva de los derechos y su exigibilidad, pues 
es sabido que Colombia presenta un gran marco 
jurídico a favor de esta población, siendo necesa-
rio elevar su grado de exigibilidad.

E. -
cial de derecho:

1. Concepto
En la actualidad no existe consenso doctrinario 

-
va, sin embargo, se pueden mencionar las siguien-
tes nociones de mayor aporte conceptual:

a) El Comité para la Igualdad entre Hombres y 
Mujeres del Consejo de Europa considera que las 

“Una estrategia desti-
nada a establecer la igualdad de oportunidades 
por medio de medidas que permitan contrarrestar 
o corregir aquellas discriminaciones que son el 
resultado de prácticas o sistemas sociales”.

b) Cristina Torres experta de la OMS en el ta-
ller regional para la Adopción e Implementación 

-
descendientes de América Latina y el Caribe en 
mayo de 2003, las ha descrito como 

procura mejorar las oportunidades para grupos 
segregados en la sociedad por su condición de 

2. Características
-

res constitucionales de los poderes públicos y de 
los particulares; 

b) Son de naturaleza transitoria y deben limi-
tarse al periodo de tiempo necesario para lograr la 
igualdad en aquel sector que se desee; 

c) Deben establecerse mediante ley ya que afec-
ta los derechos fundamentales de las personas.

nos señalan elementos que nos permiten funda-
mentarlas por su naturaleza justa, puesto que su 

que sufren desigualdades históricas, sociales o 
económicas. 

3. 

de carácter indirecto y podríamos distinguir, según 
las funciones que cumplen, las siguientes: medidas 
de concienciación, medidas de facilitación y medi-
das de retribución.

a) Las medidas de concienciación son general-
mente medidas de formación o de carácter publi-
citario que pretenden crear un estado de opinión o 
una sensibilización del problema, por ejemplo, las 
campañas de publicidad para la igualdad sexual;

b) Las medidas de facilitación, de impulso o 
de promoción son las medidas previas tenden-

desventaja. Tratarán de promover e impulsar la 
igualdad para el futuro; dentro de ellas podría-
mos hacer una distinción entre: Medidas de in-
centivos para el aumento de los medios o la dis-
minución de la desventaja: como podrían ser los 
casos de subvenciones, becas, y las denomina-
das medidas de reclutamiento; medidas de dis-
criminación inversa o positiva: se caracterizan 
porque en el caso de dos supuestos desiguales 
realizan un tratamiento desigualitario en bene-

discriminación inversa pueden ser el estableci-
miento de baremos distintos para hombres y mu-

de plazas para estos colectivos desfavorecidos 
en puestos de trabajo, centros de enseñanza o 
candidaturas; y medidas de trato preferencial: 
El establecimiento de una prioridad o ventaja, 
o sea, un trato preferencial o desigual en el su-
puesto de que exista una situación de partida se-
mejante, entendiendo que se encuentra en una 
situación contextual de desventaja;

c) Por último, las medidas de retribución, re-
compensa o sanción positiva: se trata de medidas 
que se adoptan tras la realización de la acción que-
rida, por ejemplo: la asignación de un premio o 

El Estado Social de Derecho implica, la vincu-
lación jurídica de las autoridades a unos principios 
tendientes a asegurar la efectividad de los dere-
chos y deberes de todos, particularmente, median-
te la previsión del mínimo vital, la promoción de 
la participación de los individuos en la vida políti-
ca, económica y cultural, la protección especial a 
personas y grupos excluidos, y la intervención en 
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la economía con miras a corregir con medidas re-
distributivas las situaciones de grave desigualdad 
e inequidad existentes en la sociedad.

De manera más puntual se podría decir, por 
ejemplo, que la concepción de igualdad material 
que inspira el Estado Social de Derecho se ma-

especial a los más débiles, en términos comparati-
vos, en el manejo y el reparto de recursos escasos. 

En este sentido, ha sostenido la Corte, en Sen-
“La Constitución hace 

que se encuentran en situaciones de miseria o in-

-

F. 
Para analizar la discriminación por razón de 

discapacidad, es importante mencionar la tenden-
cia internacional de incluir las cláusulas de no dis-
criminación, bien por sectores sociales, condicio-
nes de vulnerabilidad o marginabilidad. 

En este sentido, es importante señalar, que en 
el ámbito nacional, la adopción de la 
Interamericana para la eliminación de todas las 

discapacidad”, suscrita en Guatemala el 7 de ju-

2001, e incorporada a nuestra legislación interna 
mediante la Ley 762 de 2002, declarada exequible 

2003 con ponencia del Magistrado Álvaro Tafur 
-
-

nición normativa y precisa del concepto de disca-
pacidad, así como la eliminación de la discrimina-
ción por esta condición.

La conducta que describe la Convención, es 
la Distinción, exclusión o restricción basada en 
una discapacidad, antecedente de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad, percepción de una 
discapacidad. Por su parte, el efecto de la discri-
minación es el de anular, impedir o gozar de sus 
derechos y libertades fundamentales. 

En desarrollo de esta Convención, si Colombia 
quisiera dar efectivo cumplimiento a su objeto, es 
necesario que implemente y propenda por el efec-
tivo cumplimiento de las normas existentes en fa-
vor de las personas con discapacidad, buscando su 
inclusión social y económica, tal como se estable-
ce en el objeto de este proyecto de ley. Igualmente, 
es necesario que se dé desarrollo a la eliminación 
de todas las formas de discriminación por razón de 
discapacidad. 

Estructura del proyecto
El proyecto de ley, está estructurado en tres 

grandes títulos que comprenden las disposiciones 

-
nales.

TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I. 
CAPÍTULO II. Obligaciones del Estado y la 

Sociedad.
TÍTULO II. MEDIDAS PARA LA GARAN-

TÍA DEL EJERCICIO EFECTIVO DE LOS DE-
RECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPA-
CIDAD

CAPÍTULO I. De los Derechos y Garantías 
de las Personas con Discapacidad

CAPÍTULO II. De la Participación Ciudada-
na de las Personas con Discapacidad

TÍTULO III. DISPOSICIONES FINALES
Esta ley reviste importancia para el país, y en 

especial para la población con discapacidad, en la 
medida que garantiza el ejercicio efectivo de los 
derechos de este colectivo, implementando accio-

-
ciedad para promover sus derechos, y la no discri-
minación por discapacidad. 

En este sentido, la ley complementa el orde-
namiento jurídico existente, ya que hace efectivo 
los derechos de la población con discapacidad, sin 
caer en la costumbre de repetir y reiterar el catá-
logo de derechos de este grupo, sin incorporarle 
mecanismos para hacerlos efectivos.

Como ya se mencionó, el proyecto desarrolla 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con discapacidad de Naciones Unidas, que en su 
artículo 1° tiene como propósito el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad, que 
armoniza plenamente con el ejercicio efectivo del 
derecho planteado en el presente proyecto.

El proyecto adquiere relevancia al establecer en 
el Capítulo II del Título II, mecanismos que garan-
ticen la efectiva participación de las personas con 
discapacidad en los distintos espacios de concerta-
ción y toma de decisión, en lo que los afecta de su 
vida económica, social, política y cultural. 

Proposición 
Por lo expuesto, los suscritos ponentes reco-

miendan  al Proyecto de Ley 
Estatutaria número 092 de 2011 Cámara, por me-
dio de la cual se establecen mecanismos para ga-
rantizar el pleno ejercicio de los derechos de las 
personas con discapacidad.

De los honorables Congresistas,

 Representantes a la 
Cámara.
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY ESTATU-

TARIA NÚMERO 092 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se establecen mecanismos 

para garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
de las personas con discapacidad.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 
ley es garantizar y asegurar el ejercicio efectivo 
de los derechos de las personas con discapacidad, 
mediante la adopción de medidas de inclusión, de 

-
nando toda forma de discriminación por razón de 
discapacidad, en desarrollo de la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

Artículo 2°. . Con base en la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de Naciones Unidas y la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional relevante, para 

conceptos:
1. Personas con discapacidad: aquellas perso-

-
telectuales o sensoriales a mediano y largo plazo 
que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones con las demás.

A partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, se entiende que el término apropiado para re-
ferirse a las personas de que trata la presente ley 
es el de “persona con discapacidad”, sin que con 
ello se puedan entender derogados los contenidos 

términos.
2. Inclusión social: Es un proceso que asegura 

que todas las personas tengan las mismas oportu-
nidades, y la posibilidad real y efectiva de acceder, 
participar, relacionarse y disfrutar de un bien, ser-
vicio o ambiente, junto con los demás ciudadanos, 
sin ninguna limitación o restricción por motivo 
de discapacidad, mediante acciones concretas que 
ayuden a mejorar la calidad de vida de las personas 
con discapacidad. 

3. Lenguaje: Por “lenguaje” se entenderá el 
lenguaje oral como la lengua de señas y otras for-
mas de comunicación no verbal, incluidos concep-
tos básicos de lengua y competencia lingüística.

 Según la Convención de los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, la 
“comunicación” incluirá los lenguajes, la visuali-
zación de textos, el Braille, la comunicación táctil, 
los macrotipos, los dispositivos multimedia de fá-
cil acceso, así como el lenguaje escrito, los siste-
mas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de 
voz digitalizada y otros modos, medios y formatos 
aumentativos o alternativos de comunicación, in-
cluida la tecnología de la información y las comu-
nicaciones.

5. -
taciones necesarias y adecuadas del ambiente físi-
co, social y actitudinal, que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran 
en un caso particular, para garantizar a las perso-
nas con discapacidad el ejercicio, en igualdad de 
condiciones con los demás, de todos los Derechos 
Humanos y libertades fundamentales.

6. -
dad: Cualquier distinción, exclusión o restricción 
por motivos de discapacidad que tenga el propósi-
to o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el 
reconocimiento, y ejercicio de los derechos de las 
personas con discapacidad, en los ámbitos políti-
co, económico, social, cultural, civil o de otro tipo.

7.  Políticas, medidas o 
acciones dirigidas a favorecer a determinadas per-

-
ducir las desigualdades y barreras de tipo social, 
cultural o económico que los afectan, o bien de lo-
grar que los miembros de un grupo sub-representa-
do, usualmente un grupo que ha sido discriminado, 
tengan una mayor representación.

8.  Diseño de productos, en-
tornos, planes, programas, proyectos y servicios 
que puedan utilizar y en los que puedan participar 

-
dida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño 
especializado. El diseño universal no excluiría las 
ayudas técnicas para grupos particulares de perso-
nas con discapacidad cuando se necesite.

9. Acceso y accesibilidad: Condiciones y me-
didas pertinentes que deben cumplir el entorno, 
productos y servicios, así como los objetos, he-
rramientas y utensilios, para asegurar el acceso 
de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, al entorno físico, el 
transporte, la información y las comunicaciones, 
incluidos los sistemas y las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones, y a otros servicios e 
instalaciones abiertos al público o de uso público, 
tanto en zonas urbanas como rurales. Lo aquí dis-

de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, 
entre otras para:

públicas, el transporte y otras instalaciones exte-
riores e interiores como instituciones educativas 

-
dicas y lugares de trabajo, lugares recreativos y 
deportivos, espacios culturales y de servicios;

b) Los servicios de información, comunicacio-
nes y de otro tipo, incluidos los servicios electró-
nicos y de emergencia.

10. Barreras: Las barreras a las que hace re-
ferencia la presente ley, pueden ser de diferentes 
tipos, entre otras:

a) Actitudinales: Aquellas conductas, palabras, 
frases, sentimientos, preconcepciones, estigmas, 
que impiden u obstaculizan el acceso en condicio-
nes de igualdad de las personas con discapacidad 
a los espacios, objetos, servicios y en general a las 
posibilidades que ofrece la sociedad;
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b) Comunicativas: Aquellos obstáculos que im-
-

nocimiento y en general, el desarrollo en condicio-
nes de igualdad del proceso comunicativo de las 
personas con discapacidad a través de cualquier 
medio o modo de comunicación;

c) Físicas: Aquellos obstáculos materiales, 

el acceso y el uso de espacios, objetos y servicios 
de carácter público y privado, en condiciones de 
igualdad por parte de las personas con discapa-
cidad;

d) Dentro de todos los tipos de barreras se in-
cluyen las omisiones conscientes o inconscientes 
de autoridades públicas y de la sociedad en general 
que excluyen o discriminan.

11. Rehabilitación: Proceso encaminado a lo-
grar que las personas con discapacidad estén en 
condiciones de alcanzar y mantener un estado fun-
cional óptimo desde el punto de vista físico, sen-
sorial intelectual, psíquico o social, de manera que 

y ser más independientes.
12. Rehabilitación Integral: Mejoramiento 

de la calidad de vida y la plena integración de la 
persona con discapacidad al medio familiar, social 
y ocupacional, a través de procesos terapéuticos, 
educativos y formativos.

12. Enfoque Diferencial: El enfoque diferen-
cial parte de un concepto claro del derecho a la 
igualdad que supone que personas en situaciones 
similares deben ser tratadas de forma igual, y que 
aquellas que están en situaciones distintas deben 
tratarse de manera distinta, en forma proporcional 
a dicha diferencia. Todas las diferencias de trato 
constituyen discriminación prohibida por el dere-
cho internacional, siempre y cuando los criterios 
para tal diferenciación sean razonables y objeti-
vos, y lo que se persiga sea lograr un propósito 
legítimo. A partir de este principio, se hace una 
diferenciación positiva y no una discriminación 
positiva, encontrando que ciertos grupos poblacio-
nales (mujeres, niñas, niños, jóvenes, adultos(as) 
mayores, personas con discapacidad de distintos 
contextos socioculturales, grupos étnicos) tienen 
necesidades de protección diferenciales a raíz de 

su vulneración o vulnerabilidad.
Artículo 3°. . La presente ley se rige 

por los principios de dignidad humana, respeto, 
autonomía individual, independencia, igualdad, 
equidad, Justicia, inclusión social de las Personas 
con Discapacidad, equiparación de oportunidades, 
protección, no discriminación, solidaridad, plura-
lismo, accesibilidad, diversidad, respeto, acepta-
ción de las diferencias y participación de las Per-
sonas con Discapacidad privilegiando el enfoque 
derechos y diferencial, en concordancia con el ar-
tículo 3º de la Convención sobre los Derechos de 

. La presente 
ley se complementa con los pactos, convenios y 

convenciones internacionales sobre derechos hu-
manos relativos a las Personas con Discapacidad, 

-
gran el bloque de constitucionalidad. 

No podrán restringirse o menoscabarse ningu-
no de los derechos reconocidos vigentes en favor 
de las personas con discapacidad, en la legislación 
interna o de convenciones internacionales, porque 
la presente ley no los reconoce, o los reconoce en 

de la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad de Naciones Unidas, Ley 

CAPÍTULO II
Obligaciones del Estado y la sociedad

Artículo 5°. 
todos los derechos de las personas con discapaci-
dad y de su inclusión. Las entidades públicas del 
orden nacional, departamental, municipal, distri-
tal y local, en el marco del Sistema Nacional de 
Discapacidad, son responsables de la inclusión 
real y efectiva de las personas con discapacidad, 
de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, de-
biendo asegurar que todas las políticas, planes y 
programas, garanticen el ejercicio total y efectivo 
de sus derechos, de conformidad con el artículo 3º 
literal c), de la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad de Naciones Uni-

públicas deberán, entre otras, implementar las si-
guientes acciones:

1. La Nación, los departamentos, distritos, mu-
nicipios y localidades, de acuerdo con sus com-
petencias, así como todas las entidades estatales 
de todos los órdenes territoriales, incorporarán en 
sus planes de desarrollo tanto nacionales como te-
rritoriales, así como sectoriales e institucionales, 
los diferentes elementos integrantes de su política 
pública de discapacidad y del Plan Nacional de In-
tervención para la Incapacidad previstos en la Ley 

-
rán la gestión y ejecución de acciones dirigidas al 
logro del ejercicio efectivo de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, con base en el artícu-

los Derechos de las Personas con Discapacidad de 

2. Asegurar que en el diseño, ejecución, se-
guimiento, monitoreo y evaluación de sus planes, 
programas y proyectos se incluya un enfoque di-
ferencial que permita garantizar que las personas 

-
diciones y en términos de equidad con las demás 
personas del respectivo plan, programa o proyecto.

3. Adoptar todas las medidas necesarias para 
cumplir estrictamente las obligaciones estableci-

Derechos de las Personas con Discapacidad de Na-

sus políticas, planes y programas sectoriales e ins-



Página 8  Viernes, 30 de septiembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  735

titucionales, para incluir acciones que garanticen 
el acceso real y efectivo de las personas con dis-
capacidad y sus familias a los diferentes servicios 
sociales que se ofrecen al resto de ciudadanos.

5. Incorporar en su presupuesto y planes de in-
versiones, los recursos necesarios destinados para 
implementar los ajustes razonables que se requie-
ran para que las personas con discapacidad puedan 
acceder a un determinado bien o servicio social, 
y publicar esta información para consulta de los 
ciudadanos.

6. Contar con mecanismos para mantener ac-
tualizado el registro para la localización, caracte-
rización y visualización de las personas con disca-
pacidad, integrados en un sistema de información 
de la protección social, y organizado por el Minis-
terio de la Protección Social.

7. Disponer de mecanismos que incentiven y 
orienten las estrategias de cooperación internacio-
nal e inversión social privada, a efectos de que no 
se genere exclusión o discriminación de las perso-
nas con discapacidad, así como en la implementa-
ción de ajustes razonables y acciones de inclusión 
social de las personas con discapacidad, bajo la 
coordinación de la agencia colombiana de coope-
ración internacional o quien haga sus veces.

8. Adoptar políticas de promoción, prevención 
y estímulos para fomentar el ejercicio total y efec-
tivo de los derechos de las personas con discapaci-
dad y su inclusión social.

9. Consultar o solicitar la asesoría de los Co-
mités departamentales, distritales, municipales y 
locales de discapacidad, y a las organizaciones de 
personas con discapacidad, sobre los mecanismos 
apropiados para lograr la inclusión efectiva de las 
personas con discapacidad a un determinado bien 
o servicio.

10. Propiciar espacios participativos y con-
formación de alianzas estratégicas con el sector 
privado, la sociedad y la academia, orientados a 
mejorar las condiciones y la calidad de vida de las 
personas con discapacidad que faciliten el ejerci-
cio efectivo de los derechos.

Artículo 6°. -
lia. Son deberes de la sociedad, de las instituciones 
gubernamentales o públicas, de las organizaciones 
privadas de todo tipo, de la familia y de todas las 
personas:

1. Promover, difundir, respetar y visibilizar el 
ejercicio efectivo de todos los derechos de las per-
sonas con discapacidad.

2. Asumir la responsabilidad compartida de evi-
tar y eliminar barreras actitudinales, sociales, cul-
turales, físicas, arquitectónicas, de comunicación, 
y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva 
participación de las personas con discapacidad y 
sus familias.

3. Participar en la construcción e implementa-
ción de las políticas de inclusión social de las per-
sonas con discapacidad.

-
chos de las personas con discapacidad.

5. Denunciar cualquier acto de exclusión, dis-
criminación o segregación contra las personas con 
discapacidad.

6. Ser veedores de las políticas, programas y 
recursos para la garantía de derechos e inclusión 
social de las personas con discapacidad. 

TÍTULO II
MEDIDAS PARA LA GARANTÍA DEL EJER-
CICIO EFECTIVO DE LOS DERECHOS DE 

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
CAPÍTULO I

De los derechos y garantías de las personas  
con discapacidad

Artículo 7°. 
discapacidad. De acuerdo con la Constitución Po-
lítica, la Ley de Infancia y Adolescencia, el artícu-
lo 7º de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, y 

discapacidad deben gozar plenamente de sus de-
rechos en igualdad de condiciones con los demás 
niños y niñas. Para garantizar el ejercicio efectivo 
de los derechos de los niños y niñas con discapa-
cidad, el Gobierno nacional, de acuerdo a la dis-
ponibilidad presupuestal, a través de las instancias 
y organismos responsables, deberán adoptar las 
siguientes medidas:

1. Asegurar que todas las políticas y estrategias 
de atención integral y protección desde la primera 
infancia, garanticen los derechos de los niños y ni-
ñas con discapacidad y su inclusión con los demás 
niños y niñas, y con la comunidad en general.

2. Establecer programas de atención precoz de 
discapacidad y atención temprana para los niños y 
niñas durante la primera infancia y con alto riesgo 
para adquirir una discapacidad o con discapacidad.

3. Las Seccionales de Salud de cada departa-
mento, establecerán programas de apoyo y orien-
tación a madres gestantes de niños o niñas con alto 
riesgo de adquirir una discapacidad o con discapa-
cidad, que les acompañen en su embarazo, desa-
rrollando propuestas de formación en estimulación 
intrauterinas, con posibilidad de realizar en casa 
junto con su compañero, y acompañamiento du-
rante la primera infancia.

de Salud y Promoción Social, o quien haga sus ve-
ces, garantizarán el servicio de habilitación inte-
gral de niños de los niños y niñas con discapacidad 
de manera que en todo tiempo puedan gozar de sus 
derechos y estructurar y mantener mecanismos de 
orientación y apoyo a sus familias.

5. Establecer estrategias de promoción y peda-
gogía de los derechos de los niños y niñas con dis-
capacidad.

6. Asegurar la atención y rehabilitación integral 
de los niños y niñas con discapacidad.
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7. Asegurar la educación inicial inclusiva perti-
nente de los niños y niñas con discapacidad en las 
escuelas, según su diversidad.

Artículo 8°. Inclusión de las personas con dis-
capacidad. Las entidades públicas del orden na-
cional, departamental y local son responsables de 
la inclusión real y efectiva de las personas con dis-
capacidad, de acuerdo a la disponibilidad presu-
puestal, debiendo asegurar que todas las políticas, 
planes y programas, garanticen el ejercicio efecti-
vo de los derechos de las personas con discapaci-
dad, de conformidad con el artículo 3º literal c, de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 

-
didas: 

1. Garantizar en los ajustes razonables y accio-

condiciones de género, etnia, edad o condición, de 
manera que se refuercen o ajusten las medidas de 
protección en circunstancias de mayor riesgo de 
exclusión o discriminación. Las disposiciones de 
esta ley se aplicarán igualmente a todas las perso-
nas con discapacidad que pertenezcan a poblacio-
nes vulnerables reconocidas como tal por el orde-
namiento jurídico colombiano.

2. Los Comités Departamentales, Distritales, 
Municipales y Locales de Discapacidad, y las or-
ganizaciones de personas con discapacidad, debe-
rán brindar asesoría a las entidades responsables 
de garantizar derechos, otorgar bienes o prestar 
servicios, para lograr la inclusión efectiva de las 
personas con discapacidad, y sus cuidadores y cui-
dadoras.

3. Las entidades de la administración pública 
nacional y territorial, deberán adoptar medidas 

-
das para la eliminación de la discriminación por 

plena inclusión de las personas con discapacidad 
en sus respectivas políticas, planes y programas, 
y establecer lineamientos claros para asegurar su 
implementación.

-
dores, garantizar el acceso de las personas con dis-
capacidad, y sus cuidadores y cuidadoras, a todos 
los bienes y servicios contemplados en sus Planes 
de desarrollo; debiendo contar con mecanismos 
actualizados de localización y caracterización, pre-
ver en sus respectivos presupuestos el valor de los 

garanticen el ejercicio efectivo de sus derechos.
5. El Gobierno Nacional dispondrá de meca-

nismos que faciliten y orienten las estrategias de 
cooperación internacional e inversión social priva-

ajustes razonables para la inclusión de las personas 
con discapacidad.

6. Apropiar en sus proyectos de egresos, las par-
tidas necesarias para que sus programas incluyan 
efectivamente a las personas con discapacidad. 

Artículo 9°.  
Las medidas de inclusión de las personas con 
discapacidad deben considerar a sus familias en 
su conjunto, en especial a las familias de bajos 
recursos, y a las familias de las personas con ma-
yor riesgo de exclusión por su grado de discapa-
cidad, en concordancia con el artículo 23 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas 

de 2009, para lo cual se adoptarán las siguientes 
medidas:

1. Las entidades departamentales, municipa-
les y distritales competentes, así como el Insti-
tuto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, de 
acuerdo a la disponibilidad presupuestal, deberán 
establecer un programa de apoyo y acompaña-
miento a las familias de las personas con discapa-
cidad, que debe articularse con otras estrategias 
de inclusión, desarrollo social y de superación de 
la pobreza.

2. El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar ICBF, de acuerdo a la disponibilidad presu-
puestal, debe establecer programas de apoyo y for-
mación a los cuidadores, relacionados con el cui-
dado de las personas con discapacidad, en alianza 
con el SENA y los entes territoriales.

3. En los planes, programas y proyectos de co-
operación nacional e internacional que sean de 
interés de la población con discapacidad concer-
tados con el gobierno, se incluirá la variable de 
discapacidad, para garantizar el ejercicio efectivo 
de sus derechos.

distritales y municipales, en sus planes de desarro-
llo de salud y salud pública, incluirán un capítulo 
en lo relacionado con la discapacidad, de acuerdo 
a la disponibilidad presupuestal.

5. Las secretarías de salud departamentales, dis-
tritales y municipales deben tener un censo de las 
personas con discapacidad, para enfocar los planes 
de desarrollo en salud, de acuerdo a la disponibili-
dad presupuestal, determinado como instrumento 
único nacional, el Registro para la Localización y 
Caracterización de las Personas con Discapacidad. 

Artículo 10. . 
Todas las personas con discapacidad tienen dere-
cho a vivir en comunidad y a relacionarse con el 
resto de las personas, de acuerdo con el artículo 19 
de la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad de Naciones Unidas y la Ley 

de este derecho, las autoridades públicas del orden 
nacional y local, deben adoptar entre otras, las si-
guientes medidas, de acuerdo a la disponibilidad 
presupuestal:

1. Garantizar que las personas con discapaci-
dad, durante todo el ciclo de vida, tengan oportuni-
dad de elegir su lugar de residencia, decidir dónde 
y con quien quieren vivir, en igualdad de condicio-
nes que las demás.
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2. Promover acciones comunitarias que facili-
ten la interacción, relación y la participación de las 
personas con discapacidad con los demás ciuda-
danos.

3. Garantizar servicios de asistencia domici-
liaria, residencial y otros servicios de apoyo de la 
comunidad, incluida la asistencia personal que sea 
necesaria para facilitar su vida digna y su inclusión 
en la comunidad, evitando su aislamiento.

-
rias a cargo de las administraciones públicas, para 
evitar que cualquier servicio o medida tenga por 
objeto o efecto, aislar o segregar a la persona con 
discapacidad de la vida en la comunidad con el 
resto de ciudadanos.

5. Garantizar que el entorno, las instalaciones y 
los servicios sociales y comunitarios que se ofre-
cen a la población en general cuenten con los ajus-
tes y medidas necesarias para garantizar el acceso 
y participación de las personas con discapacidad, 
teniendo en cuenta sus necesidades.

6. Garantizar que todos los programas de pro-
tección de niños, niñas, jóvenes y adultos con dis-
capacidad, ofrecidos por entidades del orden na-
cional y local, conduzcan hacia la inclusión y par-
ticipación de este grupo con el resto de los niños. 

Artículo 11. -
bilitación integral. Todas las personas con disca-
pacidad tienen derecho a acceder a los procesos 
de habilitación y rehabilitación integral respetan-

el objetivo de lograr y mantener la máxima au-
tonomía e independencia, en su capacidad física, 
mental y vocacional, así como la inclusión y par-
ticipación plena en todos los aspectos de la vida. 
Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a 
la habilitación y rehabilitación, se implementarán, 
entre otras, las siguientes acciones, de acuerdo a la 
disponibilidad presupuestal:

1. La Comisión de Regulación en Salud, CRES, 

de Seguridad Social y Salud, SGSSS, incorpore 

cobertura completa de los servicios de habilitación 
y rehabilitación integral, a partir de estudios de 
costo y efectividad que respáldenla inclusión. Para 
la garantía de este derecho se incluirán distintas 
instituciones como el Ministerio de Cultura, el Mi-
nisterio de la Protección Social, Artesanías de Co-
lombia, el Sena, y los distintos Ministerios según 
ofrezcan alternativas y opciones terapéuticas.

2. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, asegurará que la prestación de es-
tos servicios se haga con altos estándares de cali-
dad, y sistemas de monitoreo y seguimiento co-
rrespondientes.

3. El Ministerio de la Protección Social o quien 
-

rá, en alianza con la Superintendencia Nacional de 
Salud y otros organismos de control, esquemas de 
vigilancia, control y sanción a los prestadores de 

servicios que no cumplan con los lineamientos de 
calidad o impidan o limiten el acceso a las perso-
nas con discapacidad y sus familias.

haga sus veces, asegurará la coordinación y arti-
culación entre los diferentes sectores involucrados 
en los procesos de habilitación y rehabilitación in-
tegral, y entre las entidades del orden nacional y 
local, para el fortalecimiento de los procesos de 
habilitación y rehabilitación funcional como insu-
mo de un proceso integral, intersectorial (cultura, 
educación, recreación, deporte, etc.).

5. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, garantizará que las entidades pres-
tadoras de salud implementen servicios de asis-
tencia domiciliaria, residencial y otros servicios 
de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia 
personal que sea necesaria para facilitar su vida 
digna y su inclusión en la comunidad, evitando su 
aislamiento.

6. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, implementará servicios nacionales 
y locales de atención e información a los usuarios 
con discapacidad y sus familias.

7. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, asegurará que las entidades públi-
cas y privadas que resten servicios de salud, im-
plementen programas y servicios de detección y 
atención integral temprana de la discapacidad a 
las características físicas, sensoriales, mentales y 
otras que puedan producir discapacidad.

8. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, regulará la dotación, fabricación, 
mantenimiento o distribución de prótesis y otras 
ayudas técnicas y tecnológicas, que suplan o com-

-
pacidad.

9. El Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces, garantizará la rehabilitación inte-
gral de las personas con Discapacidad cuando se 
haya establecido el procedimiento requerido, sin 
el pago de cuotas moderadoras o copagos, en con-

de 2011.
Artículo 12. . Todas las per-

sonas con discapacidad tienen derecho a la salud, 
en concordancia con el artículo 25 de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Dis-

Para la garantía del ejercicio efectivo del derecho a 
la salud de las personas con discapacidad, se adop-
tarán entre otras, las siguientes medidas, de acuer-
do a la disponibilidad presupuestal:

1. El Ministerio de Salud y Promoción Social, 
o quien haga sus veces, deberá: Asegurar que el 
Sistema General de Salud en sus planes obligato-
rios, Plan Nacional de Salud Pública, Planes Te-
rritoriales en Salud, y en el Plan de Salud Pública 
de Intervenciones Colectivas, garantice la calidad 
y prestación oportuna de todos los servicios de sa-
lud, así como el suministro de todos los servicios y 
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ayudas técnicas de alta y baja complejidad, nece-
sarias para la habilitación y rehabilitación integral 
en salud de las personas con discapacidad con un 
enfoque diferencial, y desarrollo de sus activida-
des básicas cotidianas.

2. El Ministerio de Salud y Promoción Social, 
o quien haga sus veces, deberá: Asegurar que los 
programas de salud pública establezcan acciones 
de promoción de los derechos de las personas con 
discapacidad desde la gestación, así como el desa-
rrollo de estrategias de prevención de factores de 
riesgo asociados a la discapacidad que no afecten 
la imagen y la dignidad de las personas que ya se 
encuentran en dicha situación.

3. El Ministerio de Salud y Promoción Social, 
o quien haga sus veces, deberá: Asegurar que los 
programas de salud sexual y reproductiva sean ac-
cesibles a las personas con discapacidad.

quien haga sus veces, deberá: Desarrollar políticas 
y programas de promoción y prevención en salud 
mental y atención psicosocial para la sociedad.

5. El Ministerio de Salud y Promoción Social, 
o quien haga sus veces, deberá: Promover el sis-
tema de registro de localización y caracterización 
de las personas con discapacidad y sus familias, e 
incorporar la variable discapacidad en los demás 
sistemas de protección social y sus registros admi-
nistrativos.

6. El Ministerio de Salud y Promoción Social, 
o quien haga sus veces, deberá: Asegurar que el 
Sistema de Prevención y Atención de Desastres y 
Ayuda Humanitaria, diseñe lineamientos y accio-
nes de atención para asistir en igualdad de condi-
ciones a las personas con discapacidad en situacio-
nes de desastres y emergencia humanitaria.

7. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Garantizar la accesibilidad e inclu-
sión de las personas con discapacidad en todos sus 
procedimientos, lugares y servicios.

8. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Suministrar los servicios y ayudas 
técnicas y tecnológicas de alta y baja complejidad, 
necesarias para la habilitación y rehabilitación in-
tegral de las personas con discapacidad, y desarro-
llo de sus actividades básicas cotidianas, de mane-
ra obligatoria y gratuita por las entidades prestado-
ras de salud y las instituciones de seguridad social 
bajo convenio o contrato con otras instituciones 
públicas o privadas.

9. Las entidades prestadoras de servicios de sa-
lud deberán: Establecer programas de capacitación 
a sus profesionales y empleados para favorecer los 
procesos de inclusión de las personas con disca-
pacidad.

10. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Garantizar el acceso, accesibilidad 
e inclusión, integralidad, permanencia e idoneidad 
de los medicamentos, procesos, tratamientos, ase-
sorías, y acceso a citas con especialistas, así como 

en todos los elementos que indirecta o directamen-
te se usen para la prestación del servicio a las per-
sonas con discapacidad.

11. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Ofrecer los servicios de salud en 
los lugares más cercanos posibles a la residencia 
de la persona con discapacidad, incluso en las 
zonas rurales, o en su defecto, facilitar el despla-
zamiento de personas con discapacidad y de su 
acompañante.

12. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Establecer programas de atención 
domiciliaria para la atención integral en salud de 
las personas con discapacidad.

13. Las entidades prestadoras de servicios de 
salud deberán: Eliminar cualquier medida, acción 
o procedimiento administrativo o de otro tipo, que 

servicios de salud para las personas con discapa-
cidad.

-
lud deberán: Brindar la oportunidad de exámenes 
médicos que permitan conocer el estado del feto 
en sus tres primeros meses de embarazo, a madres 
de alto riesgo, entendiendo por alto riesgo madres 
o padres con edad cronológica menor a 17 años o 

-
nica de antecedentes hereditarios o en situaciones 
que el médico tratante lo estime conveniente.

15. La Superintendencia Nacional de Salud, las 
Secretarías de Salud y los entes de control, debe-
rán asegurar la calidad en la prestación de los ser-
vicios de salud por parte de las entidades respon-
sables, y sancionar cualquier acción u omisión que 

discapacidad.
Artículo 13. . Todas 

las personas con discapacidad tienen derecho a 
la educación inclusiva. Las instituciones de edu-
cación públicas o privadas en todos los niveles y 
modalidades deberán prestar el servicio público de 
la educación con enfoque inclusivo y transversal 
en coordinación interinstitucional e intersectorial, 

desarrollo de dichos ajustes razonables se deberá 
-

bilidades y oportunidades de las personas con dis-
-

ción sobre los Derechos de las Personas con Dis-

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a 
la educación de las personas con discapacidad, se 
adoptarán, entre otras, las siguientes medidas:

1. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Consolidar la política de educación inclusiva y 

-
ción de Naciones Unidas sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, la ley general de edu-
cación y los lineamientos de educación para todos 
de la Unesco.



Página 12  Viernes, 30 de septiembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  735

2. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Incentivar que las instituciones de Educación 
Superior destinen recursos humanos y recursos 
económicos al desarrollo de investigaciones, pro-
gramas, y estrategias para desarrollar tecnologías 
inclusivas e implementar el diseño universal de 
manera gradual.

3. El Ministerio de Educación Nacional deberá: 
Asegurar en todos los niveles y modalidades del 
servicio público educativo, que todos los exáme-
nes y pruebas desarrollados para evaluar y medir 
la calidad y, cobertura, entre otros, así como ser-
vicios públicos o elementos análogos sean plena-
mente accesibles a las personas con discapacidad.

Incorporar en acuerdo con el Consejo Nacional de 
Acreditación y demás entidades competentes, en 
un término no superior a un año, criterios de in-
clusión educativa de personas con discapacidad y 
accesibilidad como elementos necesarios para la 
acreditación de programas profesionales e institu-
cionales en alta calidad.

5. El Ministerio de Educación Nacional deberá: 
Incentivar el diseño de programas de formación 
de docentes regulares, para la inclusión educativa 

especial, la enseñanza a todas las personas con dis-
capacidad, que cumplan con estándares de calidad.

6. El Ministerio de Educación Nacional deberá: 
Asegurar y garantizar a las personas con discapa-
cidad el acceso, en igualdad de condiciones con 
las demás y sin discriminación, a una educación 
inclusiva y de calidad, incluyendo su admisión, 
permanencia y promoción en el sistema educativo, 
que facilite su vinculación productiva en todos los 
ámbitos de la sociedad.

7. El Ministerio de Educación Nacional deberá: 
Garantizar la enseñanza primaria gratuita y obliga-
toria ni de la educación secundaria, así como ase-
gurar que los jóvenes y adultos con discapacidad 
tengan acceso general a la educación superior, la 
formación profesional, la educación para adultos, 
la educación para el trabajo y el aprendizaje duran-
te toda la vida, sin discriminación y en igualdad de 
condiciones con las demás.

8. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Promover culturas, ambientes y entornos esco-
lares adaptados a los niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes con discapacidad y necesidades educati-
vas especiales en el sistema educativo general, en 
un entorno incluyente, que sean propicios para un 
aprendizaje efectivo, que sean saludables y protec-
tores y que respeten la igualdad entre los géneros.

9. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Incentivar el diseño y desarrollo de Programas 
de Atención y Educación de la Primera Infancia 
(AEPI) que promuevan la inclusión, así como los 
pertinentes procesos de detección e intervención 
precoces y apoyos pedagógicos relacionados con 
todo el desarrollo de los niños y las niñas.

10. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Promover programas de educación temprana 
que tengan como objetivo desarrollar las habilida-
des de los niños y niñas con discapacidad en edad 
preescolar, de acuerdo con sus necesidades espe-

11. El Ministerio de Educación Nacional deberá: 

para que los establecimientos educativos cuenten 
con personal de apoyo tales como: intérpretes de 
Lengua de Señas Colombiana (LSC), Modelos 
Lingüísticos y culturales, guías - intérpretes y me-
diadores para la atención de personas sordociegas; 
profesionales en psicopedagogía, educación espe-

quienes deben acreditar formación y experiencia 
-

nistro adecuado y permanente de recursos didácti-
cos y pedagógicos apropiados y de calidad.

12. El Ministerio de Educación Nacional de-
berá: Propender por el aprendizaje de diversos 
sistemas comunicativos como el sistema braille, 
la escritura alternativa, comunicación aumentati-
va, lengua de señas colombiana, y la creación de 
formatos accesibles de lectura y fomentar las ha-
bilidades de orientación, de movilidad, y la alfa-
betización digital, entre otras, en los currículos de 
estudios del sistema de educación pública, desde 
la enseñanza primaria hasta la secundaria, media 
y superior.

13. El Ministerio de Educación Nacional debe-

-
sencial y a distancia, de los directivos y docentes 
de todos los niveles educativos y de otros profesio-
nales vinculados a la temática de la discapacidad, 
que favorezcan la formulación y el normal desa-
rrollo de las políticas de inclusión, con énfasis en 
el respeto de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, como parte del plan territorial de 
formación docente.

-

ejecución de programas educativos que utilicen las 
nuevas tecnologías de la información y las comu-
nicaciones, para garantizar la alfabetización digital 
de niños, niñas y jóvenes con discapacidad, y con 

-
nidades de aprendizaje, en particular en las zonas 
rurales, alejadas y desfavorecidas.

15. El Ministerio de Educación Nacional de-
berá: Generar programas intersectoriales de desa-
rrollo y asistencia para las familias de los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes con discapacidad, 
de manera que la pobreza no sea un impedimento 
para el acceso a una adecuada educación pública.

16. El Ministerio de Educación Nacional de-
berá: Incluir dentro del programa nacional de al-
fabetización metas claras para la reducción del 
analfabetismo de jóvenes, adultas y adultos con 
discapacidad, para garantizar su inclusión, tenien-
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do presente la importancia que tiene para la educa-
ción de los niños y las niñas que padres y madres 
sepan leer y escribir.

17. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Obtener y utilizar los datos estadísticos perti-
nentes relacionados con todas las personas exclui-
das, independientemente del tipo de exclusión, te-
niendo en cuenta a la población con discapacidad 

las reformas educativas encaminadas a su inclu-
sión. Además, desarrollar mecanismos nacionales 
de seguimiento y evaluación al respecto.

18. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Incluir en los currículos de educación superior 
la actividad física, la educación física, la recrea-
ción y el entrenamiento deportivo en personas con 
discapacidad.

19. El Ministerio de Educación Nacional de-
berá: Promover la sensibilización y capacitación 
de los licenciados en educación física para que las 
clases sean incluyentes.

20. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Promover la sensibilización y capacitación de 
los licenciados y maestros en todas las disciplinas 
y la inclusión del tema de discapacidad en todos 
los currículos desde un enfoque intersectorial.

21. El Ministerio de Educación Nacional debe-
rá: Incorporar en los currículos el tema de la dis-
capacidad, los derechos de las personas con dis-
capacidad y la atención integral en todas aquellas 
carreras que tienen alguna relación con esta condi-
ción, en especial las del área de la salud.

22. Todas las secretarías municipales, distritales 
y departamentales de educación deberán: Imple-

garantizar el acceso, la promoción, la permanencia 
y la pertinencia de la educación con calidad a estu-
diantes con discapacidad, estableciendo el corres-
pondiente sistema de seguimiento y monitoreo a 
dicha implementación.

23. Todas las secretarías municipales, distritales 
y departamentales de educación deberán: Proveer 
los servicios de apoyo educativo necesarios para 
la inclusión en condiciones de igualdad de las per-
sonas con discapacidad. Estos servicios incluyen, 
entre otros: intérpretes, guías-intérpretes, modelos 
lingüísticos, personal de apoyo personal en el aula 
y en la institución.

-
les y departamentales de educación deberán: Con-
trolar y prevenir cualquier caso de exclusión o dis-
criminación de estudiantes con discapacidad en las 
instituciones educativas públicas y privadas, y en 
cualquier institución educativa.

25. Todas las secretarías municipales, distri-
tales y departamentales de educación deberán: 

producción, distribución y comercialización de 
materiales educativos y tecnologías especiales 
destinadas a la educación inclusiva de las personas 
con discapacidad.

26. Las instituciones educativas públicas y pri-
vadas, de todo nivel y en todas las modalidades 
deberán: Propender porque el personal docente 

procesos de inclusión social, así como fomentar su 
formación y capacitación permanente.

27. Las instituciones educativas públicas y pri-
vadas, de todo nivel y en todas las modalidades 
deberán: Proveer los servicios de apoyo educati-
vo necesarios para la inclusión en condiciones de 
igualdad de las personas con discapacidad. Estos 
servicios incluyen, entre otros intérpretes, guías-
intérpretes, modelos lingüísticos, personal de apo-
yo personal en el aula y en la institución.

28. Las instituciones educativas públicas y pri-
vadas, de todo nivel y en todas las modalidades 
deberán: Adaptar sus currículos y en general todas 
las prácticas didácticas, metodológicas y pedagó-
gicas que desarrollen para incluir efectivamente a 
todas las personas con discapacidad.

29. Las instituciones educativas públicas y pri-
vadas, de todo nivel y en todas las modalidades 
deberán: Contar con un plan de mejoramiento para 
la gestión escolar acorde con la política de educa-
ción inclusiva.

30. Todas las instituciones de educación supe-
rior públicas y privadas deberán: Generar estrate-
gias y programas para la inclusión de personas con 
discapacidad. Dichos programas deberán permitir 
y fomentar el aumento progresivo de las personas 
con discapacidad matriculadas en programas téc-
nicos, tecnológicos, de pregrado y de posgrado en 
cada una de dichas instituciones.

31. El Instituto Colombiano de Crédito y Estu-
dios Técnicos en el Exterior, Icetex, o quien haga 
sus veces, creará un fondo de becas para la forma-
ción profesional y técnica con recursos públicos, 
privados y de cooperación nacional e internacio-
nal, destinados a la educación inclusiva de las per-
sonas con discapacidad.

 
Las personas con discapacidad tienen derecho a la 
protección social especial del Estado, de acuerdo 
al artículo 28 de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad de Nacio-

-
tía del ejercicio total y efectivo del derecho a la 
protección social, el Ministerio de Trabajo o quien 
haga sus veces, y demás autoridades competentes, 
adoptarán entre otras, las siguientes medidas, de 
acuerdo a la disponibilidad presupuestal:

1. Asegurar que los sistemas de bienestar y pro-
moción social establezcan acciones para la promo-
ción de los derechos de las personas con discapa-
cidad.

2. Asegurar que todos los programas de protec-
ción y promoción social incluyan a las personas 
con discapacidad con un enfoque de derechos en 
condiciones de equidad e inclusión, y promuevan 
su desarrollo humano, el desarrollo de capacidades 
y su participación social.
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3. Establecer mecanismos que favorezcan la 
formalización del empleo de las personas con dis-
capacidad, así como programas de aseguramiento 
en riesgos laborales y no laborales.

-
miento a las madres y padres de personas con disca-
pacidad desde la gestación, y durante los primeros 2 
años de vida de la niña y el niño. Establecer estánda-
res de calidad en los programas y servicios sociales 
de manera que se respeten los derechos de las perso-
nas con discapacidad bajo un enfoque de inclusión, y 
se cuente con mecanismos de seguimiento.

5. Asegurar que los servicios de bienestar social 
y compensación familiar garanticen el acceso de las 
personas con discapacidad, sin ningún tipo de discri-
minación por razón de su discapacidad o edad.

6. Garantizar que las personas con discapaci-
dad en condiciones de pobreza, tengan acceso y 
atención prioritaria a los programas nacionales y 
locales de atención social.

y garantizar el acceso a pensiones. Ajustar los pro-
gramas de subsidios para las personas con disca-
pacidad, para que también se involucren acciones 
de acompañamiento y apoyo para su desarrollo hu-
mano e inclusión efectiva en la sociedad.

8. Implementar planes de transformación insti-
tucional para garantizar servicios que reconozcan 
los derechos de las personas con discapacidad y su 
inclusión social, y se desmonten los servicios que 
segreguen a esta población.

9. Las entidades territoriales competentes y el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, 
deberán establecer y/o fortalecer, un programa de 
apoyo y acompañamiento a las familias de las per-
sonas con discapacidad, debidamente articulado 
con otros programas o estrategias de inclusión, de-
sarrollo social y de superación de la pobreza.

10. Las entidades territoriales competentes, y el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, 
deberán ajustar y establecer programas de apoyo, 
acompañamiento y formación a las familias de las 
personas con discapacidad, y a las redes de apoyo 
de las personas con discapacidad, en alianza con el 
SENA y demás entidades competentes.

Artículo 15.  Todas las per-
sonas con discapacidad tienen derecho al trabajo. 
Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho al 
trabajo de las personas con discapacidad, en tér-
minos de igualdad de oportunidades, equidad e 
inclusión, en concordancia con el artículo 27 de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 

de 2009, el Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces y demás entidades competentes establecerán 
entre otras, las siguientes medidas, de acuerdo a la 
disponibilidad presupuestal:

1. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Incentivar el desarrollo de servicios 
de apoyo y acompañamiento a las empresas que 
empleen personas con discapacidad.

2. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus ve-
ces deberá: Garantizar la capacitación y formación 
al trabajo de las personas con discapacidad tenien-
do en cuenta la oferta laboral del país.

3. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Fortalecer el programa de ubicación 
laboral de las personas con discapacidad, median-
te estrategias de promoción direccionadas hacia el 
sector empresarial.

-
ces deberá: Desarrollar planes y programas de in-

para las personas que por su discapacidad severa, 
no puedan ser fácilmente incluidos por el mercado 
laboral, o vinculados en sistemas de producción 
rentables o empleos regulares. Para el efecto, de-

-
neración de ingresos o empleo que garanticen en 
cualquiera de las formas ingresos dignos y en las 
condiciones de seguridad social que correspondan, 
y permitiendo a sus cuidadoras y cuidadores, y sus 
familias, las posibilidades de intervenir en estos 
procesos.

5. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus ve-
ces deberá: Incluir dentro de la política nacional de 
empleo medidas pertinentes dirigidas a la creación 
y fomento de las fuentes de trabajo para las perso-
nas con discapacidad.

6. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
-

ciamiento y acceso a crédito condiciones más fa-
vorables para aquellos casos en que los solicitantes 
sean personas con discapacidad y/o sus familias, y 
sus cuidadores y cuidadoras.

7. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Asegurar que las entidades públi-
cas del orden nacional, departamental, distrital y 
municipal vinculen mediante contrato laboral o de 
prestación de servicios personas con discapacidad, 
y o sus cuidadores y cuidadoras.

8. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Fomentar la creación y fortaleci-
miento de unidades productivas de personas con 
discapacidad, por medio de: capacitación técnica 

el sector con una baja tasa de interés, apoyo con 
tecnologías de la información y la comunicación, 
y diseño de páginas Web para la difusión de sus 
productos, dando prelación a la distribución, venta 
y adquisición de sus productos por parte de las en-
tidades públicas.

9. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Incentivar el desarrollo de negocios 
inclusivos y fortalecer el emprendimiento y creci-
miento empresarial de las entidades que propenden 
por la independencia y superación de la población 
con discapacidad, mediante programas de interme-
diación de mercados que potencien la producción, 
la comercialización o venta de servicios generados 
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10. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus 
veces deberá: Establecer programas de trabajo con 
las familias de las personas con discapacidad.

11. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Asegurar la inclusión efectiva de 
las personas con discapacidad a todos sus progra-
mas y servicios de la entidad, y garantizar su acce-
so a los diferentes servicios de apoyo pedagógico.

12. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Garantizar la prestación del servi-
cio de intérpretes de lengua de señas y guías intér-
pretes, para la población con discapacidad audi-
tiva y sordociega, y ayudas tecnológicas para las 
personas con discapacidad visual, y personas con 
necesidades especiales en los procesos de comu-
nicación, que les permitan acceder a los distintos 
cursos que imparte la entidad.

13. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Garantizar un servicio de apoyo, 
de asesoría y acompañamiento a los empresarios 
que deseen contratar personas con discapacidad.

deberá: Asegurar la capacitación y formación al 
trabajo de las personas con discapacidad teniendo 
en cuenta la oferta laboral del país.

15. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Fortalecer el programa de ubica-
ción laboral de las personas con discapacidad me-
diante estrategias de promoción direccionadas ha-
cia el sector empresarial.

16. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Otorgar títulos de formación pro-
fesional en diferentes áreas, a partir del reconoci-
miento de los procesos formativos que realizan las 
organizaciones de y para personas con discapaci-
dad, que cumplan con los requisitos establecidos 
por esta entidad.

17. El Servicio Nacional de Aprendizaje, 
SENA, deberá: Formar evaluadores en procesos 

diferentes áreas, que permitan a las personas con 
-

tencias laborales de acuerdo a su experiencia.
18. El Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-

co, exonerará de tasas arancelarias y de impuesto, 
la importación y venta de maquinarias y equipos 
especialmente adaptados, destinados a la accesibi-
lidad y al trabajo de las personas con discapacidad.

19. El Ministerio de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones, TIC, establecerá 
alianzas público privadas para facilitar el lector de 
pantalla a personas con discapacidad visual en el 
trabajo.

20. El Fondo Nacional del Ahorro o quien hagas 
sus veces, otorgará créditos de vivienda y educa-
ción para las personas con discapacidad, con una 
tasa de interés preferencial. El Fondo reglamentará 
la materia.

21. El Banco de Comercio Exterior de Colom-
bia, Bancoldex, creará líneas de crédito con tasas 

de interés blandas, para los emprendimientos eco-
nómicos o de las empresas que sean titulares las 
personas con discapacidad en el 20%.

22. Los empresarios y empleadores que vincu-
len laboralmente personas con discapacidad, ten-
drán además de lo establecido en el Capítulo IV 
de la Ley 361 de 1997, los estímulos económicos 
que establezca el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, de conformidad al artículo 27 numeral 1 
literales h), i), de la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con Discapacidad de Nacio-

23. El Gobierno Nacional deberá implementar 
mediante Decreto reglamentario un sistema de pre-
ferencias a favor de los empleadores particulares 
que vinculen laboralmente personas con discapa-

mínimo del 10% de su planta de trabajadores. Tal 
sistema de preferencias será aplicable a los pro-
cesos de adjudicación y celebración de contratos, 
y al otorgamiento de créditos o subvenciones de 
organismos estatales.

decreto reglamentario, en los procesos de selec-
ción de los contratistas y proveedores, un sistema 
de preferencias a favor de las personas con disca-
pacidad, sus cuidadores y cuidadoras.

Artículo 16. Acceso y accesibilidad. Como ma-
nifestación directa de la igualdad material y con 
el objetivo de fomentar la vida autónoma e inde-
pendiente de las personas con discapacidad, se ga-
rantiza el acceso de estas personas, en igualdad de 
condiciones, al entorno físico, al transporte, a la 
información y a las comunicaciones, incluidos los 
sistemas y tecnologías de la información y las co-
municaciones, el espacio público, los bienes públi-
cos, los lugares abiertos al público y los servicios 
públicos, tanto en zonas urbanas como rurales. 
Para garantizarlo se adoptarán las siguientes me-
didas, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal:

1. Corresponde a las entidades públicas y pri-
vadas encargadas de la prestación de los servicios 
públicos, de cualquier naturaleza, tipo y nivel, de-
sarrollar sus funciones, competencias, objetos so-
ciales, y en general, todas las actividades, siguien-
do los postulados del diseño universal, de manera 
que no se excluya o limite el acceso en condiciones 
de igualdad, en todo o en parte, a ninguna persona 
en razón de su discapacidad. Para ello, dichas enti-

-
dos los ajustes razonables que sean necesarios para 

-
ción de Naciones Unidas sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad.

2. El servicio público del transporte deberá ser 
accesible a todas las personas con discapacidad. 
Todos los sistemas, medios y modos en que a partir 
de la promulgación de la presente ley se contraten 
deberán ajustarse a los postulados del diseño uni-
versal. Aquellos que funcionan actualmente debe-
rán adoptar planes integrales de accesibilidad que 
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garanticen un avance progresivo de estos postula-
dos, de manera que en un término de máximo 10 
años logren niveles que superen el 80% de la acce-
sibilidad total. Para la implementación de ajustes 
razonables deberán ser diseñados, implementados 

directa del servicio.
3. Las entidades municipales y distritales, con 

el apoyo del gobierno departamental y nacional, 
y respetando la autonomía de cada región, debe-
rán diseñar, en un término no mayor a 1 año, un 
plan de accesibilidad al espacio público y a los bie-
nes públicos de su circunscripción. En dicho plan 

para avanzar progresivamente en la inclusión de 
las personas con discapacidad, establecer un pre-
supuesto y un cronograma que, en no más de 10 
años, permita avanzar en niveles de accesibilidad 

criterios de diseño universal que deberán ser aca-
tados en todas las obras públicas y privadas de la 
entidad pública a partir de su adopción.

-
gentes sobre accesibilidad, debiendo cumplir con 
los plazos contemplados para efectuar las adecua-
ciones señaladas en ellas.

5. Implementar las medidas apropiadas para 
-

rar la accesibilidad universal de todas las personas 
con discapacidad al ambiente construido, trans-
porte, información y comunicación, incluyendo 
las tecnologías de información y comunicación y 
otros servicios, asegurando las condiciones para 
que las personas con discapacidad puedan vivir in-
dependientemente.

6. Dar efectivo cumplimiento a la normativa 
sobre accesibilidad en la construcción o adecua-
ción de las obras que se ejecuten sobre el espacio 
público y privado, que presten servicios al públi-
co para permitir el desplazamiento de las personas 
con discapacidad.

7. Asegurar que todos los servicios de baños 
públicos sean accesibles para las personas con dis-
capacidad.

8. Todas las entidades públicas o privadas aten-
derán de manera prioritaria a las personas con dis-

-
rios de cualquier tipo de servicio público o abierto 
al público.

9. Destinar recursos para los municipios y de-

proyectos de eliminación de barreras arquitectóni-
cas que impidan el acceso a las instalaciones de las 
entidades públicas.

10. Los municipios y departamentos deberán 
disponer de una partida de su presupuesto, con el 

-
ción de barreras arquitectónicas que impidan el ac-
ceso a las instalaciones de las entidades públicas.

11. Las autoridades deberán adecuar las vías y 
lugares públicos que garanticen el ejercicio efec-
tivo del derecho a la accesibilidad de las personas 
con discapacidad.

12. El Ministerio de Ambiente y Vivienda y De-
sarrollo Territorial o quien haga sus veces, deberá 
establecer un mecanismo de control, vigilancia y 
sanción para que las alcaldías y curadurías garan-
ticen que todas las licencias y construcciones ga-
ranticen la accesibilidad de las personas con disca-
pacidad. Así mismo, establecerá medidas de coor-
dinación interinstitucional para que las entidades 
territoriales garanticen rutas y circuitos accesibles 
para las personas con discapacidad, articulados 
con los paraderos y demás sistemas de transporte 
local.

13. Las entidades de educación superior ade-
cuarán sus campus o instalaciones para garantizar 
la accesibilidad de las personas con discapacidad.

-
turales destinados para eventos públicos, adecua-
rán sus instalaciones para garantizar la accesibili-
dad de las personas con discapacidad.

15. Dar efectivo cumplimiento a la normativa 
sobre accesibilidad en escenarios deportivos, re-
creativos y culturales en la construcción o adecua-
ción de las obras existentes o por realizar.

Artículo 17.  Las perso-
nas con discapacidad tienen derecho al uso efec-
tivo de todos los sistemas de transporte en con-
cordancia con el artículo 9º, numeral 1º, literal a) 
y el artículo 20, de la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad de Na-

el ejercicio efectivo de este derecho, el Ministerio 
de Transporte, la Superintendencia de Puertos y 
Transporte, la Aeronáutica Civil y demás entida-
des relacionadas deben adoptar las siguientes me-
didas, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal: 

1. Asegurar que los sistemas de transporte in-
tegrado masivo cumplan, en su totalidad, desde 
la fase de diseño, con las normas de accesibilidad 
para las personas con discapacidad.

2. La señalización de los aeropuertos, termi-
-

rítimo, medios de transporte masivo y espacios 
públicos, deberán contar con el uso de símbolos 
adecuados en el marco del diseño universal. Esta 
señalización debe estar acompañada de campañas 
cívicas de sensibilización y de difusión adecuadas, 

3. Las autoridades deberán adecuar las vías, ae-
ropuertos y terminales, para garantizar el ejercicio 
efectivo del derecho a la accesibilidad de las per-
sonas con discapacidad, en un término no mayor a 
ocho (8) años.

-
te marítimo y terrestre contarán con un servicio de 
guía y asistencia a personas con discapacidad.

5. Adaptar en los aeropuertos, terminales de 
transporte y medios de transporte masivo, accesos, 
señales, mensajes auditivos y visuales para las per-
sonas con discapacidad.
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-

reglamentará dentro de los 6 meses siguientes es-
tas excepciones. 

Artículo 18. -
nicaciones. Las personas con discapacidad tienen 
derecho al ejercicio efectivo del derecho a la infor-
mación y a acceder a las comunicaciones en igual-
dad de condiciones, con base en el artículo 21 de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad de Naciones Unidas, y de la Ley 

efectivo del derecho a la información y comuni-
caciones, el Ministerio de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones y demás entidades 
competentes tendrán en cuenta las siguientes me-
didas, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal:

-

discapacidad.
2. Dar estricto cumplimiento a las normas vi-

gentes sobre accesibilidad y acceso a la informa-
ción en los medios de comunicación debiendo 
cumplir con los plazos contemplados para efectuar 
las adecuaciones señaladas en ellas.

3. Propiciar espacios en los canales de televi-
sión estatales, nacionales y regionales con progra-
mas que incluyan la interpretación en Lengua de 
Señas Colombiana, y/o el closed captión, y/o con 
subtítulos.

a las Tecnologías de la Información y las Comuni-
caciones de las personas con discapacidad, espe-
cialmente en las instituciones educativas.

5. Promover estrategias de información, comu-
nicación y educación permanentes, para incidir en 
el cambio de imaginarios sociales e individuales 
acerca de las potencialidades y capacidades de las 
personas con discapacidad.

6. Todas las entidades deben reservar un rubro 
para las estrategias de información y divulgación 
accesibles para personas con discapacidad, el Mi-
nisterio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, TICS, facilitarán los canales de 
divulgación mediante los medios de comunicación 
públicos y un llamado de responsabilidad social a 
los medios privados.

-
-
-

ción y las comunicaciones para personas con dis-

que alteren las competencias para comunicarse a 

8. Los tecnocentros deben ser accesibles para 
todas las personas con discapacidad.

-

-
ción pública. 

Artículo 19. . El Estado 
garantizará el derecho a la cultura de las personas 
con discapacidad, en concordancia con el artícu-
lo 30 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, 

y efectivo del derecho a la cultura, el Ministerio 
de Cultura deberá velar por la inclusión de las per-
sonas con discapacidad a los servicios culturales 
que se ofrecen a los demás ciudadanos, debiendo 
adoptar las siguientes medidas, de acuerdo a la dis-
ponibilidad presupuestal: 

1. Desde el ámbito nacional, departamental, 
distrital, departamental y local se debe garantizar 
el acceso a eventos y actividades culturales.

2. Garantizar que las entidades culturales, los 
espacios y monumentos culturales cumplan con 
las normas de acceso a la información y de comu-
nicación, y accesibilidad ambiental y arquitectóni-
ca para la población con discapacidad.

3. Ubicar a nivel nacional las entidades que rea-
lizan procesos de sensibilización, desarrollo e in-
clusión social, con la población con discapacidad.

expresiones culturales propias de las Personas con 
Discapacidad.

5. Promover la implementación del enfoque di-
ferencial en el ejercicio efectivo de los Derechos 
de las personas con discapacidad.

6. Crear campañas, proyectos y programas ha-
ciendo uso de las diversas expresiones artísticas y 
comunicativas, a través de las cuales se evidencien 
las potencialidades y destrezas que la población en 
situación de discapacidad posee, involucrando los 
distintos medios de comunicación para su divul-
gación.

7. Garantizar la participación de las personas 
con discapacidad en el conjunto de actividades 
culturales que se realicen en todos los niveles de 
la administración pública, en los distintos muni-
cipios.

8. El Ministerio de Cultura, promoverá e imple-
mentará, en departamentos, distritos y municipios, 
la política de diversidad cultural que contempla 
acciones para el desarrollo de programas forma-
tivos, el desarrollo de metodologías y esquemas 
de inclusión pertinentes para las personas con dis-
capacidad con ofertas adecuadas a cada tipo de 
discapacidad y producción de materiales, convo-
catorias y líneas de trabajo que reconozcan la dis-
capacidad como una expresión de la diversidad y 
la diferencia.

9. Garantizar la difusión y el ejercicio de los de-
rechos culturales de la población con discapacidad.

10. Garantizar que las entidades culturales que 
realizan proyectos con población infantil y juve-
nil aporten al desarrollo cultural, la expresión y la 
inclusión social de la población con discapacidad.
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11. Asegurar que el plan nacional de lectura y 
bibliotecas, el plan nacional de música para la con-
vivencia, el programa batuta y el plan nacional de 
cultura y convivencia, entre otros, incluyan en sus 
procesos formativos a personas con alguna disca-
pacidad y que evidencien aptitudes en alguna de 
las áreas pertinentes.

12. Propiciar y fomentar el empleo de personas 
con discapacidad en museos, bibliotecas, y demás 
bienes de interés público.

13. Garantizar la formación necesaria para que 
las personas con discapacidad puedan participar y 

y productiva.
-

cas sea accesible e incluyente para personas con 
discapacidad.

15. Garantizar el derecho de las personas con 
discapacidad al reconocimiento y el apoyo de su 
identidad cultural.

16. Los departamentos, municipios y distritos 
deben garantizar el acceso de las personas con dis-
capacidad a los recursos IVA de telefonía móvil de 
acuerdo a la Ley 1393 de 2010, que en el artículo 

donde se precisa que: Del total de estos recursos 
deberán destinar mínimo un 3% para el fomento, 
promoción y desarrollo del deporte, la recreación 
de deportistas con discapacidad, y los programas 
culturales y artísticos de gestores y creadores cul-
turales con discapacidad.

Artículo 20.  
El Estado garantizará el derecho a la participación 
en la vida cultural, las actividades recreativas, el 
esparcimiento y el deporte de las personas con dis-
capacidad, de conformidad con el artículo 30 de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 

de 2009. Para garantizar el ejercicio efectivo del 
derecho a la recreación y el deporte, el Ministerio 
de Cultura, Ministerio de Educación y Coldepor-
tes junto con los actores del Sistema Nacional del 
Deporte (Comité Paralímpico Colombiano, fede-
raciones, ligas paralímpicas, organizaciones de y 
para personas con discapacidad, los Entes territo-
riales del deporte y la recreación), de acuerdo a la 
disponibilidad presupuestal, formularán e imple-
mentarán programas inclusivos y equitativos para 
las personas con discapacidad y los lineamientos 
para la práctica de educación física, recreación, 
actividad física y deporte para la población con 
discapacidad. Además, se fortalecerá el ámbito ad-
ministrativo y técnico para lo cual adoptarán las 
siguientes medidas:

1. Fortalecer el deporte de las personas con dis-
capacidad, incluyendo el deporte paralímpico, ga-
rantizando áreas de entrenamiento, juzgamiento, 

-
ción funcional por parte del Sistema Nacional del 

2. Fomentar la práctica de actividades deporti-
vas como un proceso de inclusión social encami-
nado a potencializar las capacidades y habilidades 
de acuerdo al ciclo vital de las personas con disca-
pacidad. 

3. Apoyar actividades de ejercicio deportivo 
de calidad para las personas con discapacidad, sin 
exclusión alguna de los escenarios deportivos y 
recreativos en lo relacionado a la accesibilidad fí-
sica, de información y comunicación.

-
portación o intercambio de implementos depor-

estudios técnicos sobre las necesidades de las per-
sonas con discapacidad, en concordancia con las 
disciplinas deportivas y sin el cobro de los arance-
les de importación.

5. Garantizar la inclusión de las personas con 
discapacidad en la recreación a través de la orga-

-
ción, inclusión en los currículos de los diferentes 
niveles de estudio sobre recreación en personas con 
discapacidad y la acreditación de profesionales.

6. Promover la actividad física de las personas 
con discapacidad a través de inclusión en los cu-
rrículos de los diferentes niveles de estudio, sobre 
actividad física con esta población, con la acredi-
tación de profesionales y generación de estudios 
complementarios con énfasis en actividad física, 
educación física adaptada o incluyente y deporte 
paralímpico.

7. Efectuar las medidas necesarias que garanti-
cen la recreación para las personas con discapaci-
dad, en condiciones de inclusión.

8. Promover ajustes y abrir espacios de forma-
ción deportiva, en condiciones de igualdad y en 
entornos inclusivos para personas con discapaci-
dad.

Artículo 21. -
ticas. El Ministerio de Comercio, Industria y Tu-
rismo, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, 
promoverá dentro del sector turístico la necesidad 
de adecuar la infraestructura turística para perso-
nas con discapacidad, de acuerdo con las normas 
mínimas legales vigentes, al igual que la aplica-
ción de tarifas diferenciales entre los empresarios 
para este grupo de la población colombiana. Así 
mismo, asegurará que los sistemas de calidad del 
sector turístico incluyan la variable de accesibili-
dad para las personas con discapacidad.

Artículo 22. . El Estado 
garantizará el derecho a la vivienda de las personas 
con discapacidad, de acuerdo con el artículo 28 de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas 

de 2009. Para garantizar el ejercicio efectivo del 
derecho a la vivienda, el Ministerio de Vivienda 
deberá garantizar el ejercicio efectivo del derecho 
a la vivienda digna de las personas con discapaci-
dad, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, 
para lo cual adoptará las siguientes medidas:
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1. Todo plan de vivienda de interés social de-
berá respetar las normas de diseño universal que 
también garantice la accesibilidad a las áreas co-
munes y al espacio público.

2. Todo plan de vivienda de interés social asig-
nará un porcentaje mínimo del 10 % de las vivien-
das para personas con discapacidad de los estratos 
1, 2 y 3.

3. El Ministerio de Vivienda o quien haga sus 
veces, asignará subsidios de vivienda para las per-
sonas con discapacidad de los estratos 1, 2 y 3, de 
manera prioritaria.

Artículo 23. Acceso a la justicia. El Estado ga-
rantizará el acceso a la justicia de las personas con 
discapacidad, en concordancia con el artículo 13 
de la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad de Naciones Unidas, Ley 

de acceso a la justicia el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, en alianza con el Ministerio Públi-
co, los organismos de control y la Rama Judicial, 
deberán garantizar el acceso de las personas con 
discapacidad en todos los programas de acceso a la 
Justicia, de acuerdo a la disponibilidad presupues-
tal. Para ello, adoptará entre otras, las siguientes 
medidas:

1. El Ministerio de Justicia y del Derecho, y la 
Rama Judicial, deberá implementar programas de 
formación y gestión para la atención de casos de 
violación a los derechos de las personas con dis-
capacidad, que involucren a jueces, auxiliares de 
justicia, casas de justicia, centros de conciliación, 
comisarías de familia, personerías, entre otros.

2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o 
quien haga sus veces, en alianza con el Ministerio 
Público y las Comisarías de Familia y el ICBF, de-
berán proponer e implementar ajustes y reformas 
al sistema de Interdicción Judicial de manera que 
se desarrolle un sistema que favorezca el ejercicio 
de la capacidad jurídica y la toma de decisiones 
con apoyo de las personas con discapacidad, con-
forme al artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de Na-
ciones Unidas.

3. El Gobierno Nacional desarrollará un pro-
yecto de fortalecimiento y apoyo a las organiza-
ciones de y para personas con discapacidad en 
todo el país, para dar a conocer sus derechos y la 
forma de hacerlos efectivos.

cuenten con facultades de derecho y consultorios 
jurídicos, deberán desarrollar Programas de For-
mación y Apoyo al Restablecimiento de Derechos 
de las Personas con Discapacidad.

5.  El Gobierno Nacional junto con las orga-
nizaciones nacionales e internacionales, realizará 
campañas de respeto hacia las personas con dis-
capacidad, otorgando espacios a autogestores que 
hablen de sus experiencias conforme a la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Dis-

CAPÍTULO II
De la participación ciudadana de personas  

con discapacidad

y pública. La participación en la gestión admi-
nistrativa se ejercerá por las personas con disca-
pacidad y por sus organizaciones en los términos 

demás normas que desarrolla el inciso tercero del 
artículo 103 de la Constitución Política, y los artí-
culos 29 y 33, entre otros, de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad 

el efecto, el Ministerio del Interior deberá dictar 
medidas que establezcan los requisitos que deban 
cumplirse para la creación y funcionamiento de las 
Organizaciones de Personas con Discapacidad que 
representen a las personas con discapacidad antes 
las instancias locales, nacionales e internacionales, 
así como las medidas que deben adoptarse para su 
fortalecimiento y el aseguramiento de su sosteni-
bilidad y de la garantía de su participación plena y 
efectiva en la adopción de todas las decisiones que 
los afectan.

Artículo 25. Control social. La población con 
discapacidad y sus organizaciones ejercerán el de-
recho y el deber del control social a todo el proce-
so de la gestión pública relacionada con las políti-
cas, los planes, los programas, los proyectos y las 
acciones de atención a la población con discapa-
cidad, o con enfoque diferencial en discapacidad. 
Para tal efecto, podrán constituir veedurías ciuda-
danas en desarrollo de lo dispuesto por la Ley 850 
de 2003 y demás normas pertinentes, y adoptar 
otras modalidades de control social, que se tradu-
cirán en las siguientes actividades:

-

-

-
do a su competencia.

-

-

discapacidad;
-

parte de los entes departamentales del deporte y 
la recreación.

Artículo 26. 
discapacidad y de sus organizaciones. Se garan-
tizará la participación de las personas con disca-
pacidad y de sus organizaciones, particularmente 
en los siguientes ámbitos y espacios propios del 
sector, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal:

1. En la formulación y ejecución de las políti-
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mediante los Consejos de Cultura Nacional, De-
partamental, Distrital y Municipal, de acuerdo a 
lo establecido en la Ley General de Cultura (Ley 
397/97).

2. Hacer parte de todos los órganos o institucio-
nes de discapacidad.

3. En la toma de decisiones, en los aspectos 
social, económico, ambiental, político, educativo, 
laboral y cultural, relacionados con el sector de la 
discapacidad.

y veeduría de la política pública de discapacidad.
5. En el seguimiento, monitoreo e implementa-

ción de la Convención Internacional sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad de Nacio-
nes Unidas y demás instrumentos internacionales 

con el tema y afecten al sector de la discapacidad.
6. Las personas con discapacidad tendrán de-

recho a actuar por sí mismas, teniendo en cuenta 
sus capacidades, respetando la facultad en toma de 
decisiones con o sin apoyo. En caso contrario se 
les garantizará la asistencia jurídica necesaria para 
ejercer su representación;

Artículo 27. 
discapacidad. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 6º de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad de Naciones 

-
tará las siguientes medidas, de acuerdo a la dispo-
nibilidad presupuestal, para garantizar el ejercicio 
efectivo de todos los derechos de las mujeres con 
discapacidad:

1. Elaborar y ejecutar acciones para la partici-
pación de la mujer con discapacidad.

2. Velar para que la participación de la mujer 
con discapacidad en los ámbitos nacionales, regio-
nales y locales, corresponda al menos al treinta por 
ciento de sus cargos directivos.

3. La Consejería de Equidad de la Mujer incor-
porará el enfoque diferencial de mujer y discapa-
cidad en todos sus programas, promocionando la 
organización de las mujeres con discapacidad, de 
acuerdo a sus expectativas e intereses en todo el 
territorio nacional.

nacional y de cooperación internacional para hacer 
efectivos los derechos de las mujeres con discapa-
cidad, los cuales serán implementados con la par-
ticipación activa de las mujeres con discapacidad 
en las organizaciones de las personas con discapa-
cidad.

5. Estudiar las condiciones que propician los 
actos violentos ejercidos contra las mujeres y ni-
ñas con discapacidad, y hacer de conocimiento pú-
blico la situación de niñas y mujeres con discapa-
cidad en relación con la violencia de género.

6. Realizar estudios encaminados a adoptar las 
medidas necesarias que eviten la discapacidad de 
mujeres y niñas por problemas de salud pública y 
en especial, por la violencia.

7. Dar la atención debida, directa y personaliza-
da a cada niña o mujer con discapacidad víctima de 
la violencia de género, mediante el trabajo coordi-
nado de los servicios públicos, las organizaciones 
de mujeres y de la discapacidad, elaborando guías 
de defensa y atención psicosocial.

Artículo 28. 

las personas con discapacidad. El Consejo Na-

-
zonables y la sanción a la discriminación, como 
mecanismos para garantizar el ejercicio efectivo 
de los derechos de las personas con discapacidad. 

Esta evaluación se realizará para establecer si 
se han alcanzado los objetivos buscados con la 
aplicación la de la presente ley, en los diferentes 

sobre las acciones que se diseñen para mejorar sus 
condiciones de vida. Tal evaluación no suplirá el 
control y la evaluación que deben realizar los or-
ganismos de control del Estado colombiano com-
petentes.

TÍTULO III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 29.  La presente 
ley se adiciona a las demás normas que protegen 
los derechos de las personas con discapacidad, con 

-
rechos, así como su exigibilidad.

Artículo 30. . La presente ley deberá 
ser traducida en los diferentes sistemas de comu-
nicación de las distintas discapacidades y deberá 
ser socializado a nivel nacional, departamental, 
municipal y distrital, para que sea conocida por la 
población objetivo. El Consejo Nacional de Disca-
pacidad deberá apoyar la difusión y deberá partici-
par activamente en su divulgación.

Artículo 31.  Los de-
cretos reglamentarios de la presente ley deberán 
ser elaborados en un plazo máximo de dos años 
a partir de un proceso participativo, el cual será 
acordado con el Consejo Nacional de Discapaci-
dad, con organizaciones y líderes del sector de dis-
capacidad. 

Artículo 32. . En cumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 33 de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad de Naciones Unidas, el Ministerio del Interior 
monitoreará los avances y la situación real de la 
implementación de esta Convención. 

Artículo 33. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su publicación, y deroga todas las dispo-
siciones que le sean contrarias.

 Representantes a la 
Cámara.
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